Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 9 minutos.) 


En nombre de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado, tenemos el agrado de recibir a nuestros visitantes, 
quienes han solicitado ser escuchados en este ámbito. Hemos leído lo relativo a su trabajo y algunos de nosotros conocemos la 
larga peripecia del asunto que los ocupa. 


A continuación, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CUILIGOTTI.- En mi calidad de gerente de la Cooperativa de Trabajo "Américo Caorsi", agradezco a los señores 
Senadores la deferencia de recibirnos en la tarde de hoy. Como se imaginarán, si hemos llegado a esta instancia es porque hemos 
recorrido anteriormente distintos niveles, tal como de alguna manera lo explicamos en la nota que le hiciéramos llegar. 
Lamentablemente, la situación que estamos enfrentando en este momento nos obliga a agotar todos estos recursos, que 
entendemos muy válidos; en ellos tenemos depositadas todas nuestras esperanzas en el sentido de solucionar los problemas que 
nos aquejan. 


Debemos señalar que esta situación se extiende desde el año 1998. En este momento, nos cuesta tremendamente mantener en 
actividad a la Cooperativa. A esta altura, después de tres años de lucha permanente, tratando de juntar ese dinero que, de alguna 
manera, es la vida de la Cooperativa, podemos decir que la situación ya nos resulta insoportable. Por ejemplo, tenemos 
vencimientos en COFAC que no hemos podido cumplir. De hecho, al tener un vencimiento, automáticamente se cercenan todas las 
posibilidades de seguir operando en otras líneas. Por otro lado, si bien hoy por hoy estamos al día con el Banco de la República, en 
el transcurso de este mes tenemos vencimientos -independientemente del crédito industrial para la compra de trigo- relativos a la 
compra de un camión, a la deuda refinanciada que estamos pagando, etcétera, por lo que en el mes de agosto se nos hace muy 
difícil cumplir con ellos. No queremos ser pájaros de mal agúero, pero si no cumplimos con esos créditos, automáticamente se nos 
cortará la asistencia financiera para la compra de trigo. Eso implica, lisa y llanamente, bajar la cortina. 


Recurrimos a la sensibilidad de los señores Senadores porque, como dijimos al principio, ya hemos agotado otros medios y no nos 
queremos entregar. Pensamos que tanto para nosotros como para todo el medio, el cierre de una empresa regional con casi 
cuarenta años de trabajo -decimos que es una empresa regional porque en el noreste, prácticamente, es el único molino que 
existe- no sería muy conveniente. Nuestra actividad está directamente consustanciada con el sector agrícola, ya que nosotros 
compramos la producción de granos de la zona. Dado que esa producción es insuficiente -ya que no se trata de una zona agrícola- 
debemos recurrir al litoral. De cualquier manera, nuestro trabajo da vida a toda la región, ya que vendemos desde Artigas hasta 
Treinta y Tres por todo el litoral norte. En estos momentos, esa región está pasando una situación tremendamente dificultosa, tal 
como seguramente deben saber los señores Senadores. Esto se agrega a lo que sucedió en el año 1999 como consecuencia del 
problema económico de Brasil. En función de ello, es decir, por la influencia del Real, pasamos a vender aproximadamente U$S 
300.000 o U$S 400.000 menos al año. No nos pudimos recuperar y, además, todo eso se nos juntó al problema del INA, por lo que 
nos es muy difícil salir de esta situación que ha superado nuestras fuerzas y posibilidades. Si bien les he hablado de las deudas 
bancarias, también quiero mencionar que estamos debiendo insumos agrícolas a trigueros, a gente que planta sorgo y maíz, que 
también están muy complicados. No es un secreto para nadie que todos los años, a esta altura, pagamos $ 80 o $ 90 por tonelada 
de sorgo, mientras que hoy el mismo producto vale $ 40. Esa situación primaria de los productores se prolonga a nuestra actividad 
industrial. 


Por otro lado, no a modo de crítica, pero nos gustaría decir que si bien todos los días escuchamos que el contrabando se combate, 
de hecho, el consumo de todas las ciudades fronterizas sigue siendo brasileño, lo que es inevitable. Por nuestra parte, seguimos 
manteniendo la cartera de clientes un poco por tradición y por la necesidad de buscar la forma de superar este mal momento, pero 
cuando vamos a Artigas llevamos el 50% de la carga que normalmente trasladábamos; y eso se repite sistemáticamente, ya que 
sucede lo mismo con Artigas, Rivera, Melo y Treinta y Tres. Por eso decimos que cada día la frontera está peor y esa situación no 
la podemos superar. Además de contrabando, como saben los señores Senadores, existen otros extremos que influyen en gran 
forma. Por ejemplo, podemos nombrar el caso de fábricas de pastas que operan en Rivera a efectos de tener libertad de acción en 
nuestro país, que están trabajando con costos brasileños. Un funcionario que en Tacuarembó cobra $ 6.000 o $ 7.000 por mes, en 
Rivera percibe $ 1.500, cifra que le permite vivir, ya que trabaja en Uruguay por un sueldo bajo, pero se abastece como si fuera un 
ciudadano brasileño. No quiero denominar como "desleal" a esa competencia porque, de alguna manera, se trata de una industria 
que está instalada en nuestro país, pero realmente esto nos trastoca todos los planes. Esas mismas personas llevan camiones 
cargados de fideos a Tacuarembó, nos los entregan y nos compran la harina, para luego regresar a Rivera, donde la transforman 
en fideos. Esto sucede también en otras ciudades. Entonces, ¿dónde está la gran diferencia? Sin duda, se encuentra en la mano 
de obra, ya que la materia prima, es decir, la harina la compran a precio uruguayo. 


Cuando esa harina se transforma en fideos y la mano de obra es mínima, la competencia es desleal; no es mi deseo utilizar este 
calificativo pero, de alguna manera, tengo que identificarla. 


Este es el corolario de lo que nos está pasando, lo que sumado al tema concreto de la deuda del INA inviabiliza totalmente las 
posibilidades industriales. 


Tal como hemos indicado en la nota correspondiente, somos casi 90 personas que estamos trabajando en forma directa, a lo que 
hay que agregar una serie de tareas indirectas, como ser, tornería, mecánica y carpintería, todo lo que encierra una actividad 
industrial como la nuestra. De manera que estamos hablando de más familias de las que, estrictamente, trabajan en forma directa. 


Si esta situación no se arregla de alguna manera, podremos trabajar 60 días más. Aclaro que no estoy hablando mal del Banco de 
la República o de otra entidad bancaria. Simplemente, son las reglas de juego: si uno se atrasa en un crédito, automáticamente, 
pierde los restantes. Esto es lo que inviabiliza la compra de trigo y, en cierto modo, implica el cese de la actividad. Pero estamos 


dispuestos a luchar hasta el final. No somos personas con capital, sino trabajadores. Los dueños de la cooperativa somos 56 
socios y tenemos 80 personas contratadas; también se dan casos de empresas unipersonales, como ser, los profesionales. 


Es imposible pedirle más a nuestra gente, porque les estamos debiendo jornales y aguinaldo; incluso, les estamos pagando menos. 
En la última asamblea se resolvió disminuir el salario en 4 jornales; esto quiere decir que si se trabajan 30 días, se cobran 26. A 
veces, tampoco esto se puede hacer efectivo. Pero, por lo menos, al socio se le acredita 26 días de trabajo, en lugar de 30. Esto es 
una forma de ir campeando el temporal y no interrumpir la actividad. Pero no podemos seguir pidiéndole más esfuerzos a la gente 
porque también tiene que comer. 


Aclaro que ha habido acuerdo entre los socios y el personal contratado. Esto ha tenido un perfil muy bajo y es fácil constatarlo en 
Tacuarembó, puesto que no se han hecho manifestaciones contra la cooperativa. Todos se han puesto la camiseta y comprendieron 
la situación, porque conviven con los extremos, tanto cuando van a cobrar como cuando no hay dinero para comprar el trigo. De 
manera que conocen a fondo la situación, lo cual nos ha permitido sobrellevar la situación en forma callada. A la gente se le puede 
pedir que haga sacrificios por un mes o un año, pero no durante tres años. Si uno no se pone al día con las deudas laborales, el 
ambiente se torna ríspido. Es cierto que somos los dueños de la cooperativa, pero tenemos gente contratada que también exige 
sus derechos, de la misma manera que lo hacen las instituciones bancarias cuando nos solicitan el pago de la deuda. 


Deseo destacar, por sobre todas las cosas, los recursos humanos que tenemos hoy, porque sin ellos no existiríiamos. Somos los 
dueños de los inmuebles y también de los fierros, es decir, de la maquinaria industrial y de los vehículos para reparto. 


Sintéticamente, es en esto en que consiste nuestra actividad. Espero que los señores Senadores lo hayan entendido, así como 
también el motivo de nuestra presencia hoy aquí. 


Finalmente, me voy a referir a las gestiones que hemos realizado. Este proceso comenzó en 1988, cuando se generó la deuda. Se 
nos dijo que el problema económico del INA era transitorio y que podíamos estar tranquilos de que cobraríamos nuestros adeudos. 
De alguna manera, nos conminaron a seguir entregando mercadería. Era una institución del Estado, y siempre la consideramos así, 
independientemente de que se decía que, jurídicamente, ya no era pública. Pero el hecho fue que no cobramos en 1988 ni en 
1999; cambió el Ministro y el Director, y continuamos conversando en las mejores condiciones posibles. Pero las cosas nunca 
tomaron color. Incluso, le hemos vuelto a vender y a fiar aunque, en este caso, hemos podido cobrar. Lo que ocurrió es que entre 
una licitación y otra el Instituto quedó sin mercadería y recurrieron a nosotros; siempre le vendimos, nunca nos negamos. Se nos 
indicó que, con respecto a la otra deuda, se nos iba a pagar a través de la ley presupuestal, ya que había una partida de U$S 
1:500.000. Asimismo, se nos expresó que los bienes del INA se iban a enajenar y que el propio Estado se quedaría con ellos, lo 
cual generaría U$S 3:000.000. Confieso que estoy lejos de saber si esto es cierto, o sea, si se llegaría a esos montos. 
Aparentemente, quedaría un remanente. 


Nada de esto se cumplió; acabamos de hablar con el Director del INA -después de que obtuvimos esta audiencia con los señores 
Senadores- a fin de que nos actualizara la información. Nos ratificó que no había novedades y que no había recibido ningún 
provento para hacer frente, ni siquiera parcialmente, a esta situación. 


Entonces, resolvimos recurrir a ustedes con la esperanza de que se pueda encontrar una solución. En una oportunidad se nos 
manifestó que se arreglaría la situación de todos o de ninguno, lo que de alguna manera puede ser muy justo. Sin embargo, hay 
que tener en cuenta que a veces la situación de las empresas no es la misma. Además, no sabemos si alguna de ellas no cobró, 
porque en cierto listado que obra en poder de la Cooperativa no figuran algunos acreedores que sí lo hacían en las listas originales. 
Aparentemente -aunque no lo puedo constatar- ésos ya habrían cobrado. 


Por esta razón, queremos que se considere el tema de nuestra Cooperativa en forma independiente del resto de los proveedores o 
por lo menos que se estudie nuestra situación. Creemos que hay motivos particulares que pueden ameritarlo, no porque seamos 
mejor que nadie, sino porque somos una cooperativa de trabajo distinta de otras. Seguramente, si dispusiéramos de dinero como 
en el caso de una sociedad anónima, podríamos capitalizar la empresa y buscar otro tipo de salida. Lamentablemente, no 
contamos con esa posibilidad y lo único que podemos hacer es trabajar más y cobrar menos. El problema de la deuda, más la 
situación general que se vive, nos han puesto en un lugar muy incómodo donde, lamentablemente, vamos a perder, tanto los que 
estamos vinculados al tema como aquellos que trabajan permanentemente, que son los productores agropecuarios, ya que si 
caemos nosotros, vamos a arrastrarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si realizaron gestiones con el INA. 


SEÑOR CUILIGOTTI.- Efectivamente; lo hicimos una cantidad de veces ante el señor Fosatti, que era el Director del Organismo 
cuando se inició todo este tema. Es más; cuando hubo rumores de que se retiraría de la gestión, personalmente hablamos con él y 
nos dijo que estuviéramos tranquilos, porque la situación del Instituto era normal y nos solicitó que siguiéramos entregando 
mercadería. Desgraciadamente no fue así, porque no cumplieron. Luego, el Ministro cambió y también el Director del Instituto, que 
fue el señor Giménez. Esta persona nos atendió siempre con mucha deferencia, pero el poncho nunca apareció. No tuvimos 
oportunidad de hablar directamente con el Ministro Alonso, pero sí con el señor Subsecretario, ingeniero Bosch, quien también nos 
trató con mucha deferencia; pero el poncho siguió sin aparecer. También tenemos una muy buena relación con el actual Director del 
Instituto, doctor Gonzalo Goñi, y pasó lo mismo. Inclusive, fue muy franco al manifestarnos que eso no dependía de él y que no nos 
podía dar ninguna expectativa. Por tal razón, nos dijo que teníamos las manos libres y el camino expedito para recurrir a los medios 
y a las autoridades que consideráramos pertinentes, porque él no tenía ninguna posibilidad de solucionar el problema. 


Es por todas estas razones que, en un paso un poco desesperado, hoy estamos ante ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta es una discusión que también se está dando con otra gente e incluso con alguna yerbatera de Brasil 
que ha andado por acá. 


Ustedes saben que la capacidad de decisión no está aquí, pero deben tener claro que nosotros vamos a hacer una convocatoria 
para tratar el tema e intentar alguna salida, aunque sea parcial. Personalmente, no tengo el gusto de conocer esa vieja fábrica que 
es un milagro como anda. Creo que ustedes están realizando una proeza con el taller; de otra manera, eso no andaría. También 
pienso que esto puede ser un golpe para Tacuarembó, departamento en el que no sobra nada. 


Quisiera saber si ustedes tienen una idea de los costos fiscales que manejan y que por otro concepto están pagando al Estado. 


SEÑOR CUILIGOTTI.- Lamentablemente, no tengo en mi poder las cifras exactas, pero podría decir que este presupuesto es de 
alrededor de $ 600.000 mensuales. Por otra parte, por motivos que no vienen al caso, estamos pagando aportes patronales, 
aunque a partir de este mes ya no los hacemos efectivos por la nueva disposición que se aprobó. Sin embargo, hasta el mes 
pasado pagábamos aportes patronales como cualquier otra sociedad anónima, por ejemplo, a pesar de que estábamos amparados 
por ley y exentos de ese tributo. Durante una cantidad de años hicimos uso de esa potestad, pero hace tres o cuatro años el Banco 
de Previsión Social nos citó para decirnos que se había computarizado y modernizado el sistema, por lo que teníamos que pasar 
una nota solicitando la exoneración de los aportes, de acuerdo con la ley respectiva. Aparentemente, si no hacíamos la nota, la ley 
no tenía valor, lo que con todo respeto nos pareció un exceso. A pesar de ello, hicimos la nota y se nos dijo que mientras el 
Directorio no tomara una resolución teníamos que pagar los aportes porque, reitero, no alcanzaba con que lo estableciera la ley. 
Han transcurrido tres años, en los cuales fuimos obligados a pagar todos los aportes, ya que si no lo hacíamos no estábamos al día 
y no obteníamos el certificado correspondiente. Quiere decir que ni siquiera podemos hacer uso de un derecho respecto del cual 
nos ampara la propia ley. Este asunto todavía está en el Departamento Jurídico del Banco de Previsión Social y estamos 
esperando que se solucione para que algún día se nos devuelva, de alguna manera, lo que es nuestro. 


En la década del 90 tuvimos un problema económico consistente en una cesación de pago con el Banco de Previsión Social y la 
Dirección General Impositiva durante una cantidad determinada de meses. Cuando fuimos a regularizar la situación, tuvimos que 
prendar hasta las muelas y se nos dio una financiación con multas y recargos, por lo que una deuda de alrededor de U$S 200.000 
se transformó en una de U$S 660.000. Hay que tener en cuenta que en aquel entonces los intereses eran del 5,5% mensual, 
mientras que hoy las tasas son menores. La Cooperativa tuvo que enfrentar esta situación y al respecto tenemos toda la 
documentación vigente. 


Hemos pagado los convenios que vencieron, no así el que celebramos con el Banco de Previsión Social a largo plazo, 
concretamente a diez años, y que llega hasta el año 2005, por el que abonamos alrededor de U$S 1.000 mensuales. Esto es lo 
único que debemos a ese Organismo. Por otra parte, no se puede tener deudas, porque si no contamos con los certificados, el 
Banco "baja la cortina". 


Quiere decir que además del problema con el INA y la situación general, lateralmente tenemos una deuda con el Banco de 
Previsión Social de dos o tres años, que no podemos arreglar. Personalmente, concurrí a este último para que me dieran una copia 
del recorrido de nuestro expediente, desde que empezó la reclamación y puedo afirmar que el mismo ocupa una carilla y media. El 
expediente pasó por tantas oficinas que, reitero, el detalle de su historia ocupa una carilla y media. Sobre los motivos de esta 
demora no voy a emitir opinión, pero considero que es absolutamente excesiva y mientras tanto debemos seguir pagando. 


SEÑOR GARGANO.- En la misma dirección que el señor Presidente, digo que los miembros de la Cooperativa se tienen que ir de 
aquí con la idea clara de que nosotros no podemos resolver la situación, sino que lo que podemos hacer es trasladar esto al 
Ministerio de Economía y Finanzas para que lo haga; y, en todo caso, llamar a sus integrantes para que vengan a la Comisión a 
explicar por qué no se ha pagado. Concretamente, planteo que se proceda así y, además, que se remita la versión taquigráfica de 
esta sesión al Banco de Previsión Social pidiendo, también, que se resuelva este asunto, porque es insólito que estando exonerada 
de aportes, esta Cooperativa lleve tres años pagando, a la espera de que se cumpla la ley. Esto parece algo "kafkiano". 


Es cuanto quería decir y me hago cargo de la angustia que tienen nuestros visitantes. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Conocí, digamos, este drama hace algunos años. Decía hace poco en Tacuarembó que no recordaba 
quién había planteado una solicitud -creo que hace cinco años- para comenzar a arreglar este problema. 


Comparto la opinión del señor Senador Gargano en cuanto a que no hay que crear expectativas puesto que, entre otras cosas, esa 
no es nuestra función. Lo único que podemos hacer es esforzarnos y poner voluntad para solucionar, en lo posible y en la forma 
más urgente, esta situación. 


Me parece -y hace cinco años pensábamos lo mismo- que es difícil llegar a arreglos parciales. Por las averiguaciones que hice en 
el correr de las semanas, creo que la lista supone una cifra del entorno de los U$S 6:000.000 y que allí figuran algo más de 
doscientas empresas o personas a quienes se les debe dinero. COOPAR sigue encabezando la lista, seguida por AZUCARLITO y 
CALNU, empresas a las que se les debería unos U$S 600.000. También ustedes están incluidos en esa lista. 


El 30%, es decir, U$S 1:500.000 que los legisladores votaron en el Presupuesto, no ha llegado, y un poco más de un millón de 
dólares -repito que son datos que recogimos en los últimos días- es lo correspondiente al edificio. Me parece bueno, entonces, la 
propuesta hecha por el señor Senador Gargano en cuanto a que el Ministerio de Economía y Finanzas nos dé alguna explicación. 
Debo decirles que hoy conversé con el señor Ministro del tema y creo que en el correr de la semana hubo otra reunión. Por otra 
parte, el señor Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Federico Bosch, me dijo hace algunas horas que había 
que ver si coincidían los datos y que el tema estaba encima del tapete, por lo que simplemente había que seguirlo empujando. 
Sugerí, entonces -tal como lo habíamos hablado con el señor Presidente de la Comisión, en Tacuarembó- la posibilidad de hacer - 
admito que es algo que aquí cuesta mucho- una especie de intercambio de deudas y hacer un esfuerzo más en este sentido. Aquí 
se ha mencionado a la DGI, al BPS y al Banco de la República, pero generalmente a los economistas, a los asesores de los 
Ministerios y a las empresas del Estado les cuesta -nunca supe bien por qué- esa operación de cambio de deudas. No sé si el 
canje no puede resultar un instrumento factible en este tipo de situaciones puesto que, de pronto, podría, digamos, dar una mano 
para solucionar la cosa. 


SEÑOR HEBER.- Estoy totalmente de acuerdo con la propuesta que ha formulado el señor Senador Gargano, porque creo que 
esos son los pasos lógicos que hay que seguir. Es buena cosa que de estos dichos quede constancia en la versión taquigráfica, en 
tanto que lo que se ha sugerido es remitirla al BPS y al Ministerio de Economía y Finanzas, puesto que el Estado no puede ser el 
liquidador de una empresa -porque la está liquidando- por incumplimiento. Es inadmisible que en momentos en que estamos 
buscando, en forma desesperada, nuevas inversiones, no ayudemos a las que ya están, ya existen. 


Me sumo a lo dicho por el señor Senador Gargano y quiero que se sepa que nuestra posición al respecto es a favor de la empresa 
y en contra del incumplimiento del Estado, que es el responsable de esta situación. 


Recuerdo que incluimos el artículo y lo votamos, para no comprometer más la viabilidad de la Cooperativa. No tiene gollete la 
actitud del Banco de Previsión Social frente a la Cooperativa, puesto que le ha complicado la vida en dos sentidos: en primer lugar, 
en lo que es la categorización de la Cooperativa como tal; y, además, en lo que refiere a los atrasos, que se tienen que calcular con 
ajustes e intereses. Digo esto, porque no podemos recargar lo que ha significado este costo financiero para la empresa durante 
todos los años que no pudo cobrar por algo que vendió. 


Señalo todo esto, simplemente, para dejar constancia, ya que la moción ha sido la de remitir la versión taquigráfica al Ministerio de 
Economía y Finanzas y al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR SANABRIA.- Me parece que también sería interesante invitar al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y al Director 
del Instituto Nacional de Alimentación, a los efectos de evaluar la situación en su globalidad. Asimismo, que el Banco de Previsión 
Social nos dé una respuesta, y no sólo noticias de lo que hemos hablado acá. Estoy hablando de solicitarle una información 
concreta referida a los planteos que ha hecho la Cooperativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Soy partidario de la remisión de la versión taquigráfica y también de la comunicación; pero, sinceramente, 
creo que tenemos que pedir que concurra el Ministerio de Economía y Finanzas y las autoridades del BPS, porque me parece que 
tenemos que tratar de incidir en esto. No sé si una solución para estos deudores podría ser la sanción de una ley de canje o algo 
por el estilo. Si el Estado no tiene plata para pagar, pues hagamos un instrumento jurídico para que las cuentas se puedan cambiar. 
Si no hay otra manera de resolver el tema, tendremos que trabajar en eso. Este debe ser el quinto o sexto planteo que se me hace 
en este sentido. 


SEÑOR HEBER.- Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco, en nombre de la Comisión, a quienes nos han visitado en al tarde de hoy y lamento no tener 
otra respuesta. Sé que la primavera está ahí y hay que comprar trigo y que cien familias para Tacuarembó es mucho. 


Pregunto si está funcionando la fábrica de fideos. 

SEÑOR CUILIGOTTI.- De los 140.000 kilos mensuales que se fabricaban hemos pasado a 70.000 o 75.000; hace tiempo que 
dejamos de emplear los tres turnos, porque la gente se está rotando. Tenemos entre doce y quince personas en seguro de paro y 
vamos rotando; dos o tres semanas trabajan en la fidería y luego pasan al molino. 

Simplemente, quería acotar que para el común de la gente -me incluyo aquí- a veces esto es medio incomprensible, puesto que a 
veces en la prensa aparece que en un determinado departamento le donan o ceden en comodato precario, por no sé cuántos años, 


a Juan de los Palotes y lo exoneran de impuestos, para que se venga a instalar en el Uruguay. Paralelamente, digamos, le estamos 
"dando con un fierro" a quien ya se instaló y cumplió con una serie de obligaciones, sin que nadie le donara nada. 


El común de la gente -entre quienes me incluyo- no entiende nada, no sabe si trabajar o dejar que pase lo que pase y 
despreocuparse. No se puede entender nada. Disculpen que les digamos esto, porque seguramente no tengan nada que ver, pero 
de alguna manera representan al poder político y a lo que vemos todos los días. Esta dicotomía nos mata, porque ya no sabemos 
en qué creer y, ni siquiera, si podemos creer en algo. Tenemos una gran desilusión. 
SEÑOR GARGANO.- He planteado que se llame a los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas para hablar de este 
tema, porque si ellos no ponen el dinero no hay solución. No sé si pondrá la plata para todos o para algunos, ese es el tema que 
tendrá que explicar el señor Ministro. 
Por otra parte, no me opongo a que concurra el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y todos los actores que se requieran. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso, además, también está el asunto del Banco de Previsión Social, que no es poca cosa. 
SEÑOR SANABRIA.- Considero importante que reciban la versión taquigráfica para que sepan a qué vienen. 
SEÑOR DE BOISMENU..- Estoy de acuerdo en recibirlos a todos, pero entiendo que deben concurrir por separado. 

(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 15 y 47 minutos.) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


